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Los sistemas tributarios de los Estados democráticos se articulan sobre la necesidad de que todos los ciudadanos contribuyan al sostenimiento de los gastos públicos, de acuerdo con su capacidad económica real. Con ello se pretende la consecución de la denominada justicia tributaria, o sistema tributario justo, que se articula sobre el principio de igualdad y que, con frecuencia, remite a criterios de progresividad.

Cuando se habla de que todos los ciudadanos contribuyan de acuerdo con su capacidad económica, no hay que perder de vista el componente familiar de los contribuyentes, dado que la inmensa mayoría de éstos se agrupan en unidades familiares, y las circunstancias de éstas son las que determinan los gastos reales a los que tiene que hacer frente. El matrimonio y la familia son dos realidades profundamente arraigadas en nuestra sociedad que el sistema tributario no puede desconocer.

El principio de capacidad económica que ha de estar en la base, tanto del sistema tributario, como de cada uno de los tributos en particular, supone las siguientes exigencias:

· Los ciudadanos deben tener capacidad económica para pagar los tributos a los que se encuentran sometidos. Donde no hay capacidad económica para pagar los tributos, éstos pierden su razón de ser.

· Se tiene capacidad económica para pagar los tributos cuando previamente se han cubierto otras necesidades prioritarias como son la alimentación, vivienda, salud, vestido o educación.

· Una vez determinado que se está en condiciones de pagar un tributo, hemos de dar respuesta a una segunda cuestión: el “quantum” que se debe pagar.

Hay que tener presente que en los sistemas tributarios se aplica el principio de progresividad, en virtud del cual los Impuestos más importantes no tienen tarifas proporcionales, sino progresivas, con el objetivo de que aquellos que tienen mayor capacidad económica, soporten unos mayores porcentajes de tributación.
La razón que justifica el principio de progresividad es la solidaridad entre los ciudadanos y el objetivo de que la igualdad sea real y efectiva, y que se produzca una redistribución de rentas, a favor de aquellos que tienen menos. En este sentido parece razonable pensar que las familias numerosas, en especial los hijos, son merecedores de este esfuerzo de solidaridad que se articula a través del sistema tributario.
La aplicación de este principio no sólo no debe suponer una discriminación para las familias, sino que debe ser el mecanismo que articule la solidaridad social con ellas. Con mucha frecuencia se recuerda la necesidad de que la política tributaria se integre en la protección de la familia. En la medida en que la familia es un bien para la sociedad, está justificado que la política tributaria depare un mejor trato fiscal a la familia.

Lo anterior se complementa con el principio de igualdad, que se erige en la auténtica piedra angular de nuestros ordenamientos jurídicos, que exige que nadie sea discriminado por el hecho de haber contraído matrimonio, o por su situación familiar. Se trata, lógicamente, de discriminaciones negativas, dado que siempre sería posible la articulación de lo que se denomina discriminación positiva en favor del matrimonio y la familia.

Con los principios tributarios que se han expuesto, cabe introducir un régimen tributario más beneficioso para determinados contribuyentes, siempre y cuando esta “discriminación” no sea arbitraria, sino que se encuentre justificada en razones de tipo político, social o económico.

En este sentido, y al objeto de promover un incremento de la natalidad y evitar el denominado “invierno demográfico”, estaría justificado que se diera un mejor trato fiscal a las familias numerosas, a los jóvenes matrimonios, o a las amas de casa, entre otros.

En cualquier caso, no se puede perder de vista que no hay que recurrir a este tipo de razones para justificar que la familia reciba un mejor trato fiscal. Es preciso tener en cuenta que, en igualdad de ingresos de dos unidades familiares, la familia que tiene un mayor número de hijos tiene una capacidad económica real menor.

Los matrimonios en los que existen dos preceptores de rentas no pueden ser penalizados respecto a las uniones de hecho, no se puede discriminar a los matrimonios en los que sólo trabaja uno de los cónyuges

La opción de la mujer por dedicarse al cuidado de los hijos y desarrollar su actividad laboral en el hogar no debería estar penalizada; como tampoco se puede penalizar el acceso de la mujer a un puesto de trabajo, en los supuestos en que ello conlleva unas cuotas tributarias especialmente elevadas. La opción de los esposos debe ser respetada por la ley tributaria y no puede condicionarles.
La Imposición sobre la Renta de las Personas Físicas es la columna vertebral sobre la que se construyen los sistemas tributarios. En este sentido, interesa hacer notar las siguientes precisiones:

· Estos Impuestos pueden configurarse como una Imposición sobre los individuos singulares, o como una Imposición sobre las unidades familiares.

· En cualquier caso, los Impuestos sobre la Renta deben ser neutrales respecto al matrimonio, es decir, nadie debe pagar más impuestos por el hecho de estar casado.

· No puede obligarse a los cónyuges a acumular sus rentas, para someterles después a una tributación más onerosa en función de la progresividad que caracteriza a la Imposición sobre la Renta.
· Todo contribuyente, cualquiera que sea su situación familiar, sólo puede ser obligado a tributar por su renta personal.

· Cualquiera que sea el régimen de tributación que se establezca, deberá respetar el principio de igualdad de trato.

· Las discriminaciones normativas, en el supuesto de que existan, habrán de justificarse en la existencia de otros principios reconocidos en las Constituciones de cada país, como sucede, por ejemplo, con el principio de protección a la familia, en el artículo 39.1 de la Constitución española.
En este sentido, los sistemas que respetan mejor la realidad familia son aquellos que permiten la tributación en razón de la “renta per capita” de la unidad familiar, el denominado cociente familiar. Se trata de dividir la renta global de cada familia entre el número de miembros que la compone.
En cualquier caso, el presupuesto básico para no discriminar a ninguna familia es el denominado sistema del “splitting”, que está en vigor en diversos países de la Unión Europea y que consiste, de forma esencial, en sumar las rentas de ambos cónyuges y dividir por dos. A continuación se pueden establecer mecanismo de ajuste en función del número de hijos de cada familia.

Cualquiera de los dos sistemas expuestos, resultan simples aplicar y son respetuosos con la institución matrimonial, en la medida en que no discriminan a los matrimonios respecto a las uniones de hecho, que no discriminan a los matrimonios según tengan una o dos fuentes de renta, y que no discriminan a las familias por el número de hijos que tengan.
El actual Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas vigente en España desde el ejercicio 2000, introdujo un tratamiento específico de la familia que, aunque no ha agotado todas las posibilidades que existían, supuso la introducción de un mejor trato fiscal de las familias, en especial de aquellas que tienen un mayor número de hijos.

Entre otras medidas de las que se recogen en este Impuesto sobre la Renta se pueden citar las siguientes:

· Se declaran exentas las prestaciones familiares por hijos a cargo concedidas por la Seguridad Social y las demás prestaciones públicas por nacimiento de hijos, así como las pensiones de orfandad. Están exentas, igualmente, las prestaciones por maternidad que puedan conceder las Comunidades Autónomas y Entidades Locales.
· Estarán exentas del Impuesto las becas de estudios recibidas de las Administraciones Públicas y de otras entidades sin finalidad lucrativa, en todos los niveles educativos.

· Tampoco se tributará por las prestaciones recibidas con motivo de acogimiento de personas discapacitadas.
· No tendrán la consideración de rendimientos del trabajo en especie la prestación por las empresas de servicios educativos a los hijos de los empleados con carácter gratuito o por precio inferior al del mercado.
En la exposición de motivos de la ley se determina el objeto del Impuesto que no es otro que su “renta disponible”, siendo ésta aquella que puede utilizar el contribuyente tras atender a sus necesidades y las de los sujetos que de él dependen. Con la finalidad de conseguir este objetivo se declara la exención de un mínimo de renta, que varía según las circunstancias personales y familiares del contribuyente, y por el cual no deberá pagarse impuesto alguno.

La Ley no pierde de vista que los contribuyentes forma parte de una familia, cuya protección merece un tratamiento fiscal favorable. En este sentido la pieza fundamental en un mejor tratamiento de la familia en el Impuesto sobre la Renta es el establecimiento de un mínimo personal y familiar que se encuentra exento del Impuesto.

La parte de la renta del contribuyente que se encuentra exenta, en aplicación de citado mínimo familiar, se determina en función de los hijos del contribuyente, de acuerdo con los siguientes criterios:

· Existen unas reducciones por hijos a cargo, que se van incrementando progresivamente en su cuantía, al tiempo que se prevé una reducción adicional en función de los descendientes menores de tres años.

· Existe también una reducción en los supuestos en que el contribuyente tenga una edad superior a 65 años; o cuando conviva con el contribuyente un ascendiente mayor de 65 años o discapacitado, cualquiera que sea su edad., siempre que no supere determinados umbrales de renta.

· Otras reducciones se aplican cuando el contribuyente tiene una edad superior a 75 años, o su con él convive un ascendiente mayor de esta edad; o en los supuestos de discapacidad del contribuyente o sus familiares.

La actual regulación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas vigente en España ha supuesto un importante avance, no tanto en la protección de la familia en el ámbito tributario, como en evitar la discriminación que sufría en nuestro sistema tributario. Es decir, no se ha producido una apuesta clara por la familia, pero si se han limitado algunas de las tradicionales discriminaciones que padecía en el sistema tributario.
Quedan, sin embargo, algunos temas pendientes por resolver. Entre otros temas, cabe citar los siguientes:

· No se ha encontrado un sistema de equilibrio entre los principios de capacidad económica, protección a la familia y progresividad.

· Se sigue discutiendo sobre la conveniencia de adoptar el sistema de tributación separada o “splitting”, cuando algunos países como Francia han optado por el sistema de cociente familiar, mucho más respetuoso con la realidad de las familias.

· Conseguir que el IRPF grave la renta real o disponible de las familias, que son las auténticas unidades de consumo, calculando de forma correcta las diversas reducciones en la base imponible del Impuesto, y actualizándolas anualmente, cuestión ésta que no se ha realizado.
En cualquier caso, hay que hacer notar que las personas físicas, y con ellas las familias, pagan muchos otros Impuestos, aquellos que gravan la renta y el patrimonio, además del Impuesto sobre la Renta.

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y cuando se trata de adquisiciones “mortis causa”, se aplican diversas reducciones, en razón de la relación de parentesco entre el causante y los herederos, o en los supuestos de transmisión a los hijos de la vivienda habitual o de negocios familiares.

Existen otros muchos tributos en los que tradicionalmente no se han tenido en cuenta las circunstancias personales y familiares de los contribuyentes. Se trata, fundamentalmente de los denominados impuestos reales u objetivos, entre los cuales destacan los Impuestos que gravan el patrimonio, especialmente el patrimonio inmobiliario.

Estos Impuestos gravan los bienes inmuebles, en especial la vivienda familiar. En este sentido, hay que significar que las viviendas de las familias numerosas son normalmente de mayor superficie, lo cual determina que sus valores sean mayores y las cuotas tributarias a satisfacer especialmente significativas. En estos Impuestos no se suele tener en cuenta  las circunstancias familiares de los contribuyentes, ya sea para modular su cuota tributaria, o al menos para permitir su fraccionamiento.
En este sentido, la reciente reforma del Impuesto español sobre Bienes Inmuebles ha previsto la posibilidad de que los Ayuntamientos establezcan una bonificación de hasta el 90%  en las cuotas del Impuesto, en favor de aquellos sujetos pasivos que ostenten la condición de titulares de familia numerosa.

Como puede comprobarse, no se puede decir que exista una bonificación para las familias numerosas, sino una “posibilidad” que han de ejercer de forma individual cada uno de los Ayuntamientos del Estado. Esta circunstancia, por otra parte, determinará situaciones jurídicas muy diversas que, en algunos casos, podrían suponer discriminaciones efectivas entre familias residentes en diversos municipios.

En este sentido, los Ayuntamientos de Valencia y Madrid, entre otros, han sido pioneros en el conceder un mejor trato a las familias ha concedido diversas bonificaciones, en función del número de hijos de cada familia numerosa, que van desde el 30% al 90%.

Otro capítulo importante es el de los Impuestos indirectos, que son aquellos que gravan el consumo, o el tráfico de bienes, que son un sector muy relevante de la financiación de los Estados, en el cual no se tienen en cuenta las circunstancias personales de los contribuyentes, ni las circunstancias personales, ni las familiares.

Con frecuencia se ha destacado que si las familias merecen un trato preferencial en el Impuesto sobre al Renta es porque son las que más contribuyen a las arcas del estado en los impuestos que gravan el consumo. Parece evidente que las familias que tengan un mayor número de hijos tienen un consumo mayor, máxime si se tiene en cuenta que los tipos de gravamen de los Impuestos sobre el Consumo son generalmente elevados, en España del 16%.
En el Sistema Tributario español, la única medida que existe a favor de las familias, en los Impuestos que gravan el consumo, es que las familias numerosas pagarán un tipo del 22%, y no el tipo del 28% que se paga en la adquisición de este tipo de bienes de consumo, tan imprescindbles para este tipo de familias.

No hace falta una gran aportación de estudios económicos para apreciar que se produce una mayor disminución en los niveles de consumo en aquellas familias con más niños en el hogar. Si no se garantizan este tipo de medidas, y como se ha puesto de manifiesto con frecuencia, las familias con mayor número de hijos experimentarán una doble discriminación.

Mientras los hijos permanecen en el hogar, estas familias van a ver disminuida de forma notable su renta “per capita”, al tiempo que son quienes están destinadas a realizar una mayor aportación al sistema de Seguridad Social.

Por otra parte, las familias que han tenido un menor número de hijos, en especial aquellas que no los han tenido, amén de haber disfrutado de un mayor nivel de renta durante su vida, cuando lleguen al momento de su jubilación y comiencen a cobrar sus pensiones, se dará la circunstancia de que éstas serán pagadas con las contribuciones que realizarán los hijos que crecieron en las otras familias.

El objetivo último de la política familiar es incrementar la calidad de vida de las familias, y que todos sus miembros puedan desarrollarse en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.

En la medida en que puede resultar complicado articular mecanismos que contemplen las circunstancias personales y familiares de los contribuyentes en los Impuestos indirectos, las Administraciones Públicas deben procurar que la mayor aportación que las familias realizan en este tipo de Impuestos se ven compensadas con un mejor trato en los Impuestos directos y con prestaciones familiares adecuadas.
Como conclusión se puede afirmar que sería deseable que el sistema tributario fuera un elemento más en un sistema armónico de protección de la familia. Un sistema donde las familias recibieran prestaciones económicas por los hijos a cargo y donde pudieran disfrutar de un sistema tributario adecuado, que animara a los jóvenes a formar una familia, que animara a las familias a estar abiertas a la vida, que posibilitara una adecuada conciliación entre la vida familiar y laboral.

El objetivo anterior, sin embargo, tiene un componente ideológico que lo hace extraordinariamente difícil. Hay que definir el modelo de familia por el que se quiere trabajar y nuestros gobernantes no parecen muy decididos a comprometerse más allá de aquello que resulta “políticamente correcto”.

En cualquier caso, si se puede reclamar que las familias reciban un trato justo y que no sean discriminadas en nuestros sistemas tributarios y administrativos. Cabe exigir un sistema público de prestaciones que compensen los mayores gastos que tienen las familias con más hijos, al objeto de hacer que la igualdad entre todos los niños y jóvenes sea real efectiva. Que nadie tenga menos oportunidades en razón de la familia a la que pertenece.
Se puede exigir, asimismo, que el sistema tributario trate con justicia a las familias y que no se produzcan discriminaciones en las familias que tienen un mayor número de hijos, o en aquellas familias donde los cónyuges han optado porque la mujer se dedica al cuidado de la familia.
Los campos de las prestaciones económicas y de las medidas tributarias, el gasto y el ingreso público deben ir necesariamente unidos. Es más económico y eficiente optar por medidas tributarias de protección de la familia, pues son más fáciles de gestionar. En otras ocasiones, sin embargo, será necesaria la concesión de prestaciones económicas para que la protección de la familia sea eficaz.
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